
 

   

 
 

RESOLUCIÓN ORDINARIA No. 1000.30.00.25.024 
(24 de abril de 2025) 

 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE EMITE UN PRONUNCIAMIENTO SOBRE LA 
URGENCIA MANIFIESTA PROFERIDA MEDIANTE DECRETO N° 4112.010.20.0078 

DEL 24 DE FEBRERO DE 2025” 
 

EL CONTRALOR GENERAL DE SANTIAGO DE CALI, en ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales, legales y reglamentarias, en especial, las conferidas por los artículos 267 
y siguientes de la Constitución Política de Colombia, 42 y 43 de la Ley 80 de 1993, Decreto 
Ley 403 de 2020 y demás disposiciones que los desarrollan o complementan procede a 
realizar un pronunciamiento con fundamento en la declaratoria de Urgencia Manifiesta y de 
la contratación suscrita por la Secretaría de Educación del Distrito Especial de Santiago de 
Cali, y: 

 
CONSIDERANDO 

 
El artículo 267 de la Constitución Política, modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 04 de 
2019, dispuso “(…) La vigilancia y el control fiscal son una función pública que ejercerá la Contraloría 
General de la República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o 
entidades que manejen fondos o bienes públicos, en todos los niveles administrativos y respecto de 
todo tipo de recursos públicos. (…)”. 
 
El inciso 6º del artículo 272 de la Constitución Política, modificado por el artículo 4 del Acto 
Legislativo 4 de 2019, establece que: “Los contralores departamentales, distritales y municipales 
ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor General de la 
República en el artículo 268 en lo que sea pertinente, según los principios de coordinación, 
concurrencia, y subsidiariedad. El control ejercido por la Contraloría General de la República será 
preferente en los términos que defina la ley”. 
 
El artículo 43 de la Ley 80 de 1993, establece la competencia del organismo de control fiscal para 
pronunciarse sobre los hechos y circunstancias que determinaron la declaratoria de Urgencia 
Manifiesta y ejercer el control fiscal de la contratación realizada con ocasión de esta, al determinar: 
 

“Inmediatamente después de celebrados los contratos originados en la urgencia manifiesta, 
éstos y el acto administrativo que la declaró, junto con el expediente contentivo de los 
antecedentes administrativos, de la actuación y de las pruebas de los hechos, se enviará 
al funcionario u organismo que ejerza el control fiscal  en la respectiva entidad, el 
cual deberá pronunciarse dentro de los dos (2) meses siguientes sobre los hechos y 
circunstancias que determinaron tal declaración.(…) (Resaltado y subrayado fuera de 
texto). 
 
Si fuere procedente, dicho funcionario u organismo solicitará al jefe inmediato del servidor 
público que celebró los referidos contratos o a la autoridad competente, según el caso, la 
iniciación de la correspondiente investigación disciplinaria y dispondrá el envío del asunto 
a los funcionarios competentes para el conocimiento de las otras acciones. El uso indebido 
de la contratación de urgencia será causal de mala conducta. 
 
Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de otros mecanismos de control que 
señale el reglamento para garantizar la adecuada y correcta utilización de la contratación 
de urgencia”. 

 

1. CONSIDERACIONES JURÍDICAS Y JURISPRUDENCIALES FRENTE AL USO DE 
LA FIGURA DE URGENCIA MANIFIESTA. 
 

La Urgencia Manifiesta, consagrada en los artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993, como una 
modalidad de contratación directa, mecanismo excepcional, diseñado “con el único propósito de 
otorgarle instrumentos efectivos a las entidades estatales para celebrar los contratos necesarios, 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_04_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr009.html#268
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con el fin de enfrentar situaciones de crisis”, la cual se configura cuando se acredite algunos de los 
siguientes presupuestos o motivos: 
 

• Cuando la continuidad del servicio exija el suministro de bienes, la prestación de 
servicios o la ejecución de obras en el inmediato futuro. 

• Cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción. 

• Cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de 
calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones 
inmediatas, y 

• En general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los 
procedimientos de selección que normalmente deben adelantarse para escoger a los 
contratistas.  

 
El artículo 43 del mismo Estatuto de Contratación, habilita a las entidades de control fiscal para 
emitir pronunciamiento sobre los hechos y circunstancias que determinaron tal 
declaración, así como, solicitar la iniciación de la correspondiente investigación disciplinaria 
en la medida en que se incurra en el uso indebido de la contratación de urgencia. 

 
Respecto a la constitucionalidad de la figura de la Urgencia Manifiesta, como mecanismo 
de contratación directa, la Corte Constitucional1, señaló: 

 
“No encuentra la Corte reparo alguno de constitucionalidad a la declaración administrativa 
de urgencia manifiesta regulada en el artículo 42 de la Ley 80 de 1993, puesto que 
constituye una justificada excepción a los procedimientos reglados de selección objetiva 
si se tiene en cuenta que su aplicación se encuentra sujeta a la  existencia de situaciones 
evidentes de calamidad pública o desastre que afecten de manera inminente la 
prestación de un servicio, que son circunstancias que por su propia naturaleza hacen 
imposible acudir al trámite de escogencia reglada del contratista. 
 

Los posibles excesos que genere la aplicación práctica de este instrumento que de por sí 
son ajenos al juicio de constitucionalidad de las normas acusadas-, se ven morigerados 
por la exigencia de que la declaración de urgencia manifiesta conste en acto 
administrativo motivado y en la obligación consagrada en el artículo 43 ibídem, de 
enviar al funcionario u organismo que ejerza control fiscal en la respectiva entidad los 
contratos originados en la urgencia manifiesta y el acto administrativo que la declaró, junto 
con el expediente contentivo de los antecedentes, las pruebas y los hechos, 
inmediatamente después de celebrados dichos contratos, sin perjuicio de otros 
mecanismos de control que señale el reglamento”. 

 

Así mismo, respecto al principio de legalidad del gasto público, el máximo organismo 
Constitucional2 realizó un análisis de la figura de “Urgencia Manifiesta” y los casos en que 
ella se configura, concluyendo lo siguiente: 

 
“a. Que la “urgencia manifiesta” es una situación que puede decretar directamente cualquier 
autoridad administrativa, sin que medie autorización previa, a través de acto debidamente 
motivado.  
b. Que ella existe o se configura cuando se acredite la existencia de uno de los siguientes 
presupuestos: 

- Cuando la continuidad del servicio exija el suministro de bienes, o la prestación de 
servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro. 

- Cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción. 
- Cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de 

calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones 
inmediatas y, 

 
1 Corte Constitucional, mediante Sentencia C-949-01 de 5 de septiembre de 2001, M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández 
2 Corte Constitucional en Sentencia C772 de 1998 Referencia: Expediente D-2107 - Acción pública de inconstitucionalidad contra el 

parágrafo 1o. del artículo 41 y el parágrafo único del artículo 42 de la Ley 80 de 1993, "Por la cual se expide el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública", Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz. 
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- En general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los 
procedimientos de selección o concurso públicos. 

c. Que la declaratoria de “urgencia manifiesta” le permite a la correspondiente autoridad 
administrativa: 

- Realizar de manera directa, en sus propios presupuestos, los ajustes o modificaciones 
presupuestales a que haya lugar, de conformidad con lo previsto en la ley orgánica de 
presupuesto. (Parágrafo 1o. artículo 41 Ley 80 de 1993). 

- Hacer los traslados presupuestales internos que se requieran dentro del presupuesto 
del organismo o entidad estatal correspondiente. (Parágrafo único artículo 42 Ley 80 
de 1993). (…) 

 

De otro lado, el Consejo de Estado - Sección Tercera3, analizó en sentencia de nulidad los 
presupuestos normativos para la declaratoria de Urgencia Manifiesta y el alcance de las 
competencias atribuidas al ente de control, así: 

“La Ley 80 de 1993, artículos 41 a 43 incorporó la figura de la urgencia manifiesta como una 
modalidad de contratación directa. Se trata entonces de un mecanismo excepcional, diseñado 
con el único propósito de otorgarle instrumentos efectivos a las entidades estatales para celebrar 
los contratos necesarios, con el fin de enfrentar situaciones de crisis, cuando dichos contratos, 
en razón de circunstancias de conflicto o crisis, es del todo imposible celebrarlos a través de la 
licitación pública o la contratación directa. Es decir, cuando la Administración no cuenta con el 
plazo indispensable para adelantar un procedimiento ordinario de escogencia de contratistas. 

En otras palabras, si analizada la situación de crisis se observa que la Administración puede 
enfrentarla desarrollando un proceso licitatorio o sencillamente acudiendo a las reglas de la 
contratación directa, se hace imposible, en consecuencia, una declaratoria de Urgencia 
Manifiesta. Así las cosas, la imposibilidad de acudir a un procedimiento ordinario de selección de 
contratistas constituye un requisito legal esencial que debe ser respetado por las autoridades 
cuando se encuentren frente a situaciones que aparentemente puedan dar lugar a la utilización 
de este instrumento contractual. 

En cuanto a los requisitos formales de la declaración de urgencia manifiesta, considera la Sala 
que ellos se desprenden nítidamente de la lectura de los artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993. 
Así, en primer lugar, el legislador (artículo 42) exige que la urgencia manifiesta se declare 
mediante acto administrativo motivado. Cabe señalar que dicho acto se enmarca dentro de las 
competencias discrecionales de la entidad contratante, puesto que pese a tener que sujetarse a 
requisitos formales, la declaración de urgencia depende completamente de los motivos de mérito 
o conveniencia que valore el respectivo funcionario. Por esta razón, el acto debe motivarse con 
razones ciertas y convincentes que permitan verificar la verdadera necesidad de la 
Administración de recurrir a este mecanismo de contratación. 

Ahora bien, esta exigencia del legislador, respecto de la motivación del acto, resulta lógica, en la 
medida que las circunstancias le permitan a los responsables de la Administración proferirlo, de 
lo contrario, la Administración podría hacerlo verbalmente y con posterioridad constituir la prueba 
de esta situación en el informe que debe elaborar para el correspondiente control fiscal. 

Los otros requisitos formales exigidos por el legislador están presentes en el artículo 43 de la Ley 
80 y se relacionan con el tema del control fiscal. Así, después de celebrados los contratos que 
se originen en la urgencia manifiesta, éstos y el acto administrativo que la declaró, junto con el 
expediente contentivo de los antecedentes administrativos, de la actuación y de las pruebas de 
los hechos, se enviarán a la autoridad competente para realizar el control fiscal, con el objeto de 
que esta investigue si fue o no procedente su declaratoria, éste funcionario tendrá dos meses 
para pronunciarse. 

A juicio de la Sala, el ejercicio de este control implica la verificación de la ocurrencia de unos 
hechos, no el examen de las causas que los generaron. Así, si el órgano de control encuentra 
que los hechos que sirven de fundamento a la declaración de urgencia manifiesta si ocurrieron y 

 
3 Consejo de Estado- Sección Tercera, en sentencia de fecha siete (07) de febrero de dos mil once (2011), Radicación número: 11001-

03-26-000-2007-00055- 00(34425), emitida con ponencia del Consejero: Jaime Orlando Santofimio Gamboa 
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que se ajustan a los presupuestos del artículo 42 de la Ley 80 de 1993, dicha declaración será 
conforme a derecho. Ahora bien, esta modalidad de control fiscal resulta de gran utilidad, ya que 
puede impulsar la realización de otras investigaciones de tipo penal o disciplinario. 

Para esta Sala, es importante señalar que la urgencia manifiesta, aunque implique la posibilidad 
legal para celebrar contratos de forma directa e inmediata, bajo ninguna circunstancia puede 
convertirse en una regla general o en un instrumento discrecional en manos de las autoridades 
públicas, todo lo contrario, su aplicación es de derecho estricto y procede previa configuración 
real y efectiva de las precisas causales que el legislador establece en el artículo 42 de la Ley 80 
de 1993. 

En conclusión, la contratación por la vía de urgencia no puede ser una contratación abusiva, 
contraria a los principios de la contratación estatal, es decir, se debe garantizar la transparencia, 
la selección objetiva, la debida ejecución del contrato y el cumplimiento de las finalidades del 
mismo, esto es, prestar un buen servicio público a los administrados." (Negrilla fuera del texto)” 

En este sentido el Consejo de Estado en Sentencia del 27 de abril de 2006, expediente 
05229, refirió: 

“La Urgencia Manifiesta procede en aquellos eventos en los cuales puede suscitarse la 
necesidad de remediar o evitar males presentes o futuros pero inminentes, provocados bien 
sea en virtud de los estados de excepción, o por la paralización de los servicios públicos, o 
provenientes de situaciones de calamidad o hechos constitutivos de fuerza mayor o desastres, 
o cualquier otra circunstancia similar que tampoco dé espera en su solución, de tal 
manera que resulte inconveniente el trámite del proceso licita torio de selección de 
contratistas reglado en el estatuto contractual, por cuanto implica el agotamiento de una 
serie de etapas que se toman su tiempo y hacen más o menos largo el lapso para 
adjudicar el respectivo contrato, circunstancia que, frente a una situación de urgencia 
obviamente resulta entorpecedora, porque la solución en estas condiciones, puede llegar 
tardíamente, cuando ya se haya producido o agravado el daño". (Negrilla fuera del texto). 

2. ANTECEDENTES O HECHOS QUE MOTIVARON LA DECLARATORIA DE URGENCIA 
MANIFIESTA. 

 
El alcalde distrital Álvaro Alejandro Eder Garcés, mediante Decreto No. 4112.010.20.0078 de febrero 
24 de 2025 declara “… una situación de Urgencia Manifiesta y adopta medidas temporales 
destinadas a garantizar la prestación del servicio de transporte escolar de los niños, niñas y 
adolescentes de las Instituciones Educativas beneficiarias del programa de transporte escolar en el 
Distrito…”  exponiendo los supuestos de esta, así: 
 
“ (…) Que el parágrafo segundo del artículo 15 de la Ley 715 de 2001 "Por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 
357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para 
organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros." insta a las entidades 
territoriales a cubrir los costos de la prestación del servicio de transporte escolar, cuando las 
condiciones geográficas lo requieran para garantizar el acceso y la permanencia en el sistema 
educativo de niños y niñas pertenecientes a los estratos más pobres. 
 
Que la medida anterior surge, ya que el transporte escolar es considerado una estrategia que 
permite contribuir a garantizar el acceso y la permanencia de la niñez y la juventud al sistema 
educativo. “ (…) 
 
Que para garantizar el acceso al sistema educativo, el Estado en todos sus niveles, tiene el fin 
primordial de brindar las condiciones necesarias para que los niños, niñas y adolescentes puedan 
ingresar a las instituciones educativas del sector oficial en forma gratuita. Sin embargo, el derecho 
a la educación va más allá de la asignación de un cupo escolar, por ello el Estado debe respetar, 
proteger y cumplir los componentes mínimos que conforman este derecho en todos los niveles del 
sistema educativo y por lo tanto, garantizar el acceso y la permanencia del estudiante en éste, a 
través de la implementación de otros servicios que garanticen que los centros educativos estén al 
alcance de todos (accesibilidad material) y que sean gratuitas (accesibilidad económica). 
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No obstante, puede ocurrir que la implementación de tales condiciones resulte insuficiente para 
garantizar de manera real y efectiva el servicio público de educación en zonas donde los altos 
índices de pobreza exigen la implementación de otras medidas necesarias para promover el acceso 
y la permanencia al sistema educativo, como es el caso de la prestación del servicio de transporte 
escolar. 
 
Que al respecto, la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional mediante sentencia T-273 
de 2014 expresó lo siguiente: "En otras palabras, los servicios de restaurante escolar, transporte 
escolar y administrativos generales son necesarios y constituyen condiciones concretas para 
permitir y garantizar el acceso material del derecho fundamental a la educación de los niños y niñas, 
y su ausencia representa una barrera para poder recibir educación. De un lado, el transporte escolar 
es una garantía de acceso y permanencia especialmente cuando existen circunstancias geográficas 
que dificultan la movilidad, cuando los estudiantes viven en áreas rurales apartadas de los centros 
educativos. o cuando existen otros factores que les impiden acudir a las aulas por carecer de 
facilidades de transporte. En cuanto al restaurante escolar, la garantía de alimentos adecuados y 
congruos es un presupuesto indispensable no solo para evitar la deserción escolar sino para 
asegurar que el proceso de educación de los niños y niñas sea brindado en condiciones dignas. Por 
último, los servicios administrativos constituyen factores operativos que habilitan la prestación del 
servicio". 
 
Que para asegurar el transporte escolar como garantía de acceso a la educación los departamentos 
deben adoptar las medidas necesarias en el marco de sus competencias para: (i) invertir recursos 
con este fin, y; (i) presupuestar y planear con la debida anticipación los recursos y procesos 
contractuales necesarios para asegurar el servicio de transporte escolar (Sentencia T-273 del 6 de 
mayo de 2014 M.P. María Victoria Calle Correa). 
 
Que mediante Directiva No. 017 del 21 de octubre de 2019, el Procurador General de la Nación, 
exhorta a las diferentes entidades a adoptar los mecanismos necesarios con el fin de garantizar los 
servicios de alimentación escolar a los niños y niñas beneficiarios del Programa de Alimentación 
Escolar - PAE y de transporte escolar, desde el inicio del año escolar, señalando en su parte 
considerativa, lo siguiente: 
 
"Las disposiciones descritas anteriormente son de obligatoria observancia por parte de los 
servidores públicos, por lo que recuerda a los destinatarios de la presente directiva que constituye 
falta disciplinaria el incumplimiento de los deberes contenidos en la Constitución, la ley y actos 
administrativas. De igual manera, es deber de todos los servidores públicos, entre otros, "cumplir 
con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de 
cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación injustificada de un servicio 
esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función. (art. 23 y numeral 2 del art, 34 de la 
Ley 734 de 2002)”” 
 
“ (…) Que, la Subsecretaria de Cobertura Educativa de la Secretaría de Educación del Distrito 
Especial de Santiago de Cali de acuerdo con la información suministrada por los rectores de las 
Instituciones Educativas ha proyectado que el programa de transporte escolar para el inicio de la 
vigencia 2025 se constituye en un servicio esencial y determinante para la permanencia estudiantil 
a un total de 13 Instituciones Educativas Oficiales en la Zona Rural, 12 Instituciones Educativas 
Oficiales en la Zona de Ladera y 25 Instituciones Educativas Oficiales en la Zona Urbana, además 
de incluir beneficiarios con necesidades especiales con ocasión de la construcción de nueva 
infraestructura (movilizados a espacios alternos de manera temporal mientras se adelantan las 
intervenciones por obras en las sedes oficiales) y beneficiarios en situación de discapacidad 
(usuarios con condiciones médicas o físicas particulares).” 
 
“(…) Que la Secretaría de Educación del Distrito Especial de Santiago de Cali elevó la consulta a la 
Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente, sobre los aspectos técnicos 
identificados, basando dicho requerimiento en las particularidades y necesidades específicas que 
presentaba el servicio de transporte escolar en la ciudad de Cali, frente a lo cual la Subdirección de 
Negocios de la ANCP-CCE, mediante radicado No. RS20241114015401, emitió respuesta a la 
consulta de la Secretaria de Educación, encontrando que, tal como lo había identificado este 
organismo en la estructuración del proceso de selección en vigencias anteriores, la estructura del 
Acuerdo Marco de Precios no permitía satisfacer completa y adecuadamente la necesidad 
contractual de la Secretaría, dadas las particularidades identificadas hasta la fecha, en términos de 
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transporte medicalizado (o adecuado para estudiantes con patologías médicas especificas), entre 
otros aspectos. 
 
Que, para atender una población priorizada de 20.513 estudiantes, que requieren del servicio del 
transporte escolar en procura de disminuir a porcentaje cero (0%) la deserción en educación básica 
y para garantizar los principios que rigen la contratación estatal, la Secretaría de Educación del 
Distrito Especial procedió como lo dispone el Decreto 310 de 2021a la adquisición del referido 
servicio de transporte a través de la Bolsa de productos, para lo cual formalizó el proceso de 
contratación que se venía adelantando desde finales de la vigencia 2024 en revisión con el equipo 
técnico, jurídico y financiero del organismo para tales propósitos, por la Bolsa Mercantil de Colombia 
Efectuándose entonces la remisión de los documentos finales (Ficha Técnica de Negociación y 
demás necesarios), para la contratación y posterior implementación del servicio de transporte 
escolar en el Distrito Especial de Santiago de Cali para la vigencia 
2025. 
 
Que, de acuerdo con el informe técnico remitido por la Secretaría de Educación del Distrito Especial, 
el proceso de contratación actualmente se encuentra en etapa de republicación de la Convocatoria 
de Rueda de Negociación. La rueda de negociación prevista para el 20 de febrero de 2025 no se 
llevó a cabo, ya que ningún proponente fue habilitado debido a que algunos requisitos habilitantes 
fueron subsanados fuera de los tiempos establecidos por la Bolsa Mercantil de Colombia - BMC en 
el reglamento interno de bolsa, situación ajena a la administración del Distrito Especial de Santiago 
de Cali. 
 
Por lo tanto, atendiendo a dichos parámetros de la bolsa, fue necesario realizar una nueva 
publicación de la ficha técnica de negociación, iniciando un nuevo ciclo de presentación de 
propuestas. Una vez surtidas las etapas de recepción de documentos y evaluación de ofertas, se 
tiene previsto, de conformidad con los tiempos previamente establecidos en el reglamento de la 
BMC, que el proceso de adjudicación finalizará con la rueda de negociación, el día 4 de marzo de 
2025 de acuerdo la programación de la Bolsa Mercantil de Colombia para. 
 
Que, no obstante, una vez iniciado el calendario escolar 2025, y con ocasión a los tiempos que en 
virtud del reglamento de bolsa para el funcionamiento del mercado de compras públicas le son 
aplicables a cada etapa del proceso, la comunidad educativa se encuentra en una situación 
excepcional por no contar con un operador con contrato vigente para la prestación del servicio de 
transporte escolar durante la vigencia 2025.” 
 
“ (…) Que, comoquiera que se anticipa que el cronograma del proceso adelantado por la Secretaría 
de Educación, solo arribará a la firma y ejecución del respectivo contrato hasta principios del mes 
de marzo del año en curso, se haría nugatorio el goce efectivo de los derechos y garantías que le 
asisten a los niños, niñas y adolescentes, que han sido enunciados en el presente acto 
administrativo, como resultado del retraso en la ejecución del programa de transporte escolar, hasta 
tanto no se cumplan los requisitos legales para la suscripción e inicio de ejecución del contrato 
estatal que se derive de dicha rueda de negocios llevada a cabo por la Bolsa Mercantil del Estado 
Colombiano. 
 
Que, la Administración Distrital revisó todos los instrumentos legales que pudieran aplicarse para 
garantizar la prestación adecuada y a tiempo del programa de transporte escolar a nuestros niños, 
niñas y adolescentes del Distrito Especial de Santiago de Cali evidenciando: 
 
1. Que adelantar un nuevo proceso de contratación a través de la bolsa de producto, para cubrir los 
días restantes hasta el 4 de marzo de 2025, implicaría una adjudicación en aproximadamente treinta 
(30) días adicionales, perpetuando en el tiempo la afectación de los derechos de la comunidad 
educativa del Distrito Especial de Santiago de Cali a la no prestación del servicio por más tiempo. 
2. Que optar por una contratación de mínima cuantía, no conjuraría la problemática esto es, la 
prestación del servició hasta tanto se concluya la contratación adelantada por la Bolsa Mercantil de 
Colombia, por cuanto el costo de los días del servicio de transporte escolar que se encuentran por 
fuera del contrato a suscribir asciende a la suma de DOS MIL CUATROCIENTOS MILLONES 
($2.400.000.000) y la mínima cuantía para el Distrito Especial de Santiago de Cali para la vigencia 
2025 de conformidad con lo establecido en el Decreto No. 4112.010.20.0012, corresponde a 
CIENTO CUARENTA Y DOS MILLONES TRESCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS 
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($142.350.000), lo que significa que, utilizando el procedimiento establecido para la Mínima 
Cuantía.” 
 
“(…) Que, al haber agotado las posibilidades de contratar el servicio de transporte escolar a través 
de los diferentes mecanismos de contratación de que trata la ley 80 de 1993, ley 1150 de 2007 y 
sus decretos reglamentarios, sin obtener el resultado esperado, nos encontramos frente a la 
configuraron material de hechos imprevisibles e irresistibles, ajenos a la administración pública, y 
constitutivos a su vez de lo se denomina como caso fortuito. 
 
Que las anteriores situaciones de hecho y de derecho sin lugar a dubitación alguna, configuran los 
supuestos constitutivos de una situación de urgencia manifiesta de acuerdo con los términos 
establecidos en el artículo 42 de la Ley 80 de 1993.” 

 
3. PROCEDER EVIDENCIADO EN LA DECLARATORIA DE URGENCIA MANIFIESTA: 

 
Que el articulo 43 ibidem, establece respecto del control fiscal de dicha figura, que de manera 
inmediata después de celebrados los contratos originados en la Urgencia Manifiesta, estos y 
el acto administrativo que la declaró, junto con el expediente contentivo de los antecedentes 
administrativos de la actuación, de las pruebas y de los hechos, se enviará al funcionario u 
organismo que ejerza el control fiscal en la respectiva entidad, el cual deberá pronunciarse 
sobre los hechos y circunstancias que determinaron tal declaración. 
 
En el caso específico del control fiscal realizado por la Contraloría General de Santiago de 
Cali, esta entidad dispuso un término perentorio de veinticuatro horas para el envío de la 
documentación soporte de la contratación suscrita con ocasión de este tipo de declaratorias a 
partir de la celebración de los contratos, a fin de materializar el control ordenado en el artículo 
43 de la Ley 80 de 1993. 
 
De lo anterior, este ente de control evidenció que la Secretaría de Educación del Distrito 
Especial de Santiago de Cali, remitió los contratos y el acto administrativo por medio del cual 
fue decretada la Urgencia Manifiesta, junto con su respectivo expediente contentivo de los 
antecedentes administrativos que dieron origen a la actuación en el mismo día de suscripción 
de los contratos, estando dentro del término legal establecido en la Resolución Reglamentaria 
N° 1000.30.00.23.058 del 24 de octubre del 2023. Documentación enviada el 26 de febrero 
del 2025 a los correos electrónicos: contralor@contraloriacali.gov.co, 
participaciudadano@contraloriacali.gov.co, entre otros. 
 
En consideración a lo anterior, este ente de control realizó la valuación de la actuación surtida 
al interior del Distrito Especial de Santiago de Cali, realizando un análisis de los fundamentos 
fácticos y jurídicos que sirvieron de base para llevar a cabo el proceso de contratación en el 
marco de la declaración de la Urgencia Manifiesta para determinar si se enmarcaron en la 
legalidad. 
 
Para el caso que nos ocupa, la contratación directa procede bajo el amparo de Urgencia 
Manifiesta cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de 
calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones y, en 
general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los procedimientos 
públicos de selección. 
 
En esos casos excepcionales, en donde está de por medio motivos superiores de interés 
colectivo, se debe dar obligatoria aplicación a los objetivos de la contratación administrativa, 
previstos en el artículo 3° de la Ley 80 de 1993, lo cual se anota necesario para efectos de la 
tarea que debe cumplir este organismo de control fiscal. 
 
El ordenamiento reconoce la presencia de circunstancias fácticas que requieren de una pronta 
solución, con el objetivo de evitar la afectación del interés público o en su defecto, la 
suspensión de la prestación del servicio, como ocurre en este caso, que de modo indirecto se 

mailto:contralor@contraloriacali.gov.co
mailto:participaciudadano@contraloriacali.gov.co
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podría ver afectado, el derecho a la educación que es fundamental, centrado para este preciso 
caso en sectores sociales débiles e incluso desprotegidos, porque no contar con el servicio de 
transporte escolar así sea por un breve período, genera impacto negativo e incluso excluyente 
para un grupo poblacional en condición de debilidad manifiesta, por tratarse de niños, niñas y 
adolescentes. El legislador ha permitido que, en caso de cumplirse con ciertas exigencias se 
puedan adquirir bienes, obras o servicios de manera directa, evitando de esta manera el 
proceso competitivo en aras de salvaguardar intereses superiores.  
 
La modalidad de contratación directa, a través de la Urgencia Manifiesta, es un mecanismo al 
que se recurre cuando las condiciones normales de la administración se ven alteradas por 
situaciones de calamidad, fuerza mayor o desastre ajenas a su control, que no permitan 
cumplir con el proceso regular y, por lo tanto, impidan adelantar el proceso licitatorio, selección 
abreviada o de concurso de méritos con toda la rigurosidad que cada uno de esos 
procedimientos comprende. 
 
Para efectos de mayor comprensión nos permitimos citar un aparte jurisprudencial del Consejo 
de Estado, en Sentencia de Radicado número 34425 con ponencia del Magistrado JAIME 
ROLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, así:  
 

“ (…) La Ley 80 de 1993, artículos 41 a 43 incorporó la figura de la urgencia manifiesta como una 
modalidad de contratación directa. Se trata entonces de un mecanismo excepcional, diseñado con 
el único propósito de otorgarle instrumentos efectivos a las entidades estatales para celebrar los 
contratos necesarios, con el fin de enfrentar situaciones de crisis, cuando dichos contratos, en 
razón de circunstancias de conflicto o crisis, es del todo imposible celebrarlos a través de la 
licitación pública o la contratación directa. Es decir, cuando la Administración no cuenta con el 
plazo indispensable para adelantar un procedimiento ordinario de escogencia de 
contratistas.   
 
En otras palabras, si analizada la situación de crisis se observa que la Administración puede 
enfrentarla desarrollando un proceso licitatorio o sencillamente acudiendo a las reglas de la 
contratación directa, se hace imposible, en consecuencia, una declaratoria de urgencia manifiesta. 
Así las cosas, la imposibilidad de acudir a un procedimiento ordinario de selección de contratistas 
constituye un requisito legal esencial que debe ser respetado por las autoridades cuando se 
encuentren frente a situaciones que aparentemente puedan dar lugar a la utilización de este 
instrumento contractual.  (…) 
 
Ahora bien, esta exigencia del legislador, respecto de la motivación del acto, resulta lógica, en la 
medida que las circunstancias le permitan a los responsables de la Administración proferirlo, de lo 
contrario, la Administración podría hacerlo verbalmente y con posterioridad constituir la prueba de 
esta situación en el informe que debe elaborar para el correspondiente control fiscal.  
 
Los otros requisitos formales exigidos por el legislador están presentes en el artículo 43 de la Ley 
80 y se relacionan con el tema del control fiscal. Así, después de celebrados los contratos que se 
originen en la urgencia manifiesta, éstos y el acto administrativo que la declaró, junto con el 
expediente contentivo de los antecedentes administrativos, de la actuación y de las pruebas de los 
hechos, se enviarán a la autoridad competente para realizar el control fiscal, con el objeto de que 
esta investigue si fue o no procedente su declaratoria, éste funcionario tendrá dos meses para 
pronunciarse. (…) 

 
En conclusión, la contratación por la vía de urgencia no puede ser una contratación abusiva, 
contraria a los principios de la contratación estatal, es decir, se debe garantizar la transparencia, 
la selección objetiva, la debida ejecución del contrato y el cumplimiento de las finalidades del 
mismo, esto es, prestar un buen servicio público a los administrados." (Negrilla fuera del texto) 

 

Conforme a lo anterior, este ente de control realizó el estudio correspondiente a la 
documentación aportada por la Secretaria de Educación, permitiendo evidenciar la afectación 
al servicio de transporte público escolar en la ciudad de Santiago de Cali; sin embargo se 
desprende de este material probatorio que la situación originaria de la Urgencia Manifiesta, es 
producto de una evidente mala planeación de los procesos contractuales, se denotó un 
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incorrecto actuar o proceder en la atención de las responsabilidades y deberes que le impone 
la ley, no solo a los funcionarios de la Secretaría de Educación, sino también a los titulares del 
Departamento Administrativo de Gestión Jurídica Pública, Departamento Administrativo de 
Contratación e incluso podría salir comprometida Planeación, en la medida en que tareas 
como las que nos ocupa, es decir el transporte escolar, la alimentación escolar, entre otros, 
son una constante y todos estaban en condiciones plenas de saber que se enfrentaban a un 
servicio público que afectaba derechos de rango fundamental y que involucraba la atención de 
necesidades sociales que no solo requieren presupuesto, sino también una planeación, control 
y seguimiento constante que lleven a prestar con eficiencia, oportunidad y eficacia el transporte 
escolar. 
 
Sobre este preciso tópico la Corte Constitucional en Sentencia T-273 del 6 de mayo de 2014 
con ponencia de la magistrada María Victoria Calle Correa, refirió “(…) Para asegurar el 
transporte escolar como garantía de acceso a la educación los departamentos deben adoptar 
las medidas necesarias en el marco de sus competencias para: (i) invertir recursos con este 
fin, y: (ii) presupuestar y planear con la debida anticipación los recursos y procesos 
contractuales necesarios para asegurar el servicio de transporte escolar”. 
 
Por tanto, estamos ante un hecho que era previsible, pero lo cierto es que los servidores 
públicos titulares de las carteras anotadas y sus equipos de trabajo, no actuaron con la 
prudencia y eficiencia que les imponía el ejercicio de las funciones públicas propias de sus 
cargos, desatendieron el deber de planeación, por lo que no quedó otro camino al alcalde 
distrital más que recurrir a una figura jurídica urgente para evitar un mal real y no apenas 
aparente, como lo era el transporte escolar de todo el distrito. La Subsecretaria de Cobertura 
Educativa de la Secretaría de Educación con total suficiencia y en tiempo oportuno tuvo la 
información suministrada por los rectores de las Instituciones Educativas, por ese motivo le 
era obligatorio a esa Secretaría proyectar el programa de transporte escolar para el inicio de 
la vigencia 2025. 
 
Sabían que estaban ante un servicio público esencial y determinante para garantizar el acceso 
al derecho a la educación de más de 20.000 estudiantes de las 13 Instituciones Educativas 
Oficiales en la Zona Rural, 12 Instituciones Educativas Oficiales en la Zona de Ladera y 25 
Instituciones Educativas Oficiales en la Zona Urbana. 
 
Tenían claro que existen estudiantes con necesidades especiales con ocasión de la 
construcción de nueva infraestructura (movilizados a espacios alternos de manera temporal 
mientras se adelantan las intervenciones por obras en las sedes oficiales) y beneficiarios en 
situación de discapacidad (usuarios con condiciones médicas o físicas particulares). 
 
Tercamente la Secretaría de Educación, las Direcciones anotadas y sus equipos de trabajo, 
pese a conocer que el sistema del Acuerdo Marco de Precios no permitía satisfacer 
completa y adecuadamente la necesidad contractual para los estudiantes, dadas las 
particularidades identificadas en términos de transporte medicalizado, para solo referirnos 
a un punto, porque así se lo dejó saber a este organismo la mesa de trabajo celebrada, 
siguieron por tal sendero. 
 
Debe este organismo de control verificar la ocurrencia de unos hechos, no el examen de las 
causas que los generaron, esos hechos ocurrieron y sirvieron o fueron las causa que 
llevaron al alcalde distrital a declarar la urgencia manifiesta, pues la realidad es una: Si no 
se toma con urgencia dicha medida, el daño se iba a materializar y los directos afectados 
serían la población de niños, niñas y jóvenes que requerían una protección especial de su 
derecho a la educación. Así las cosas, encontramos dicha declaración conforme a derecho, 
pero también se impone impulsar la realización de otras investigaciones de disciplinario por 
los motivos que seguidamente se precisarán y contra aquellos que no actuaron conforme 
se los imponía la ley. 
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En este evento la Urgencia Manifiesta fue utilizada para remediar o evitar males mayores 
inminentes, provocados por la paralización o imposibilidad de acceder a un derecho público 
como es la educación, el cual se materializa con el transporte escolar. Esta situación no 
daba espera en su solución, pero no por las razones que invocaron en el acto objeto de 
estudio, pues se repite, no es cierto que se hubieren agotado las posibilidades de contratar 
el servicio de transporte escolar a través de los diferentes mecanismos de contratación de 
que trata la ley 80 de 1993 y mucho menos que no pudieran o no obtuvieran el resultado 
esperado o que los hechos fueren imprevisibles e irresistibles, incluso que eran ajenos a la 
administración pública, o que fueran producto del caso fortuito. No y la afirmación debe ser 
tajante, pues desde la vigencia 2024, se conocía la necesidad a satisfacer, conocían los 
procedimientos contractuales, sabían de los tiempos que implica el mecanismo contractual 
escogido, pero nunca respetaron el principio de planeación y por ello merecen reproche 
disciplinario. 
 
También es cierto que bajo este hilo se emitirá concepto favorable respecto a la legalidad 
formal de la declaratoria de urgencia manifiesta, por tratarse de una herramienta jurídicamente 
válida ante la imposibilidad de que a través del proceso de contratación mediante el sistema 
de Bolsa Mercantil de Colombia, cuya adjudicación se encontraba prevista para el 4 de febrero 
de 2025, lo cual finalmente no ocurrió. 
 
No obstante, este despacho debe señalar con claridad que la situación crítica que dio lugar a 
la declaratoria no fue provocada por hechos sobrevinientes, irresistibles o imprevisibles, como 
lo exige la naturaleza jurídica de esta figura, sino por una serie de decisiones administrativas 
y omisiones institucionales que pudieron y debieron evitarse con una correcta planeación 
desde la vigencia anterior. 
 
La Secretaría de Educación y los jurídicos, así como el departamento de contratación del 
Distrito habían identificado desde años anteriores que el Acuerdo Marco de Precios de la Bolsa 
Mercantil no permitía atender completamente las condiciones específicas del transporte 
escolar en el Distrito, particularmente el transporte adaptado para estudiantes con 
discapacidad o necesidades médicas especiales. A pesar de este conocimiento, no se 
modificó la estrategia contractual ni se diseñaron alternativas que evitaran la repetición de 
dificultades estructurales ya evidenciadas. Además, desde finales del año 2024 se 
adelantaban las gestiones para contratar el servicio mediante dicha bolsa, y aun así no se 
logró asegurar su adjudicación oportuna antes del inicio del año lectivo. El fracaso de la rueda 
de negociación prevista para el 20 de febrero de 2025, por falta de oferentes habilitados, 
evidenció no solo debilidades técnicas en la estructuración contractual, sino también una falta 
de seguimiento preventivo que permitiera detectar alertas y activar planes de contingencia. 
 
Tampoco se gestionó el uso de vigencias futuras como herramienta financiera para 
garantizar recursos desde comienzos del año. La ausencia de esta herramienta presupuestal, 
ampliamente recomendada en conceptos técnicos y ampliamente conocida en la atención de 
servicios estatales, redujo la capacidad de reacción de la administración para suscribir los 
contratos con la antelación necesaria. Incluso, el intento tardío de trasladar la responsabilidad 
de contratación a las Instituciones Educativas mediante transferencias presupuestales 
rechazado por los rectores el 10 de febrero de 2025, quienes manifestaron su imposibilidad 
operativa para asumir dicha tarea. Este episodio pone en evidencia que no existía un escenario 
de contingencia estructurado con antelación, no se respetó el principio de planeación, lo que 
denota una gestión improvisada que no se corresponde con la importancia ni la sensibilidad 
del servicio en cuestión. 
 
Como resultado de estas deficiencias administrativas, se configuró un escenario de 
desatención generalizada que afectó la matrícula escolar, la asistencia y la permanencia de 
los estudiantes beneficiarios del programa. De ello da cuenta el mismo expediente, cuando la 
Secretaría de Educación, afirma que se produjo una disminución del 4,49% en la matrícula de 
estudiantes de zonas rurales entre febrero de 2024 y febrero de 2025, lo que confirma un 
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impacto negativo directo y evitable sobre el derecho fundamental a la educación. Esta 
afectación, lejos de constituir una consecuencia inevitable, fue el resultado de la omisión 
institucional en adoptar medidas correctivas, previsivas y de articulación intersectorial. 
  
Incluso afirmaron conocer la Directiva 017 del 21 de octubre de 2019, emanada de la 
Procuraduría General de la Nación, que les exhortó a adoptar los mecanismos necesarios 
con el fin de garantizar los servicios de transporte escolar entre otros, desde el inicio del 
año escolar, pero allí nunca se les dijo que tenían que recurrir a la prenotada Bolsa 
Mercantil, solo se les recordó que la ley es de obligatorio acatamiento por parte de los 
servidores públicos y que no ajustar su proceder a las normas, constituye falta disciplinaria, 
por incurrir en incumplimiento de deberes, precisándoles por cierto que les era obligatorio 
cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y 
abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación injustificada 
de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función 
 
En virtud de lo anterior, si bien se valida la legalidad de la declaratoria de urgencia manifiesta 
y se reconoce que su aplicación permitió reestablecer el servicio y conjurar una situación crítica 
que comprometía gravemente el interés público, este despacho considera indispensable 
establecer responsabilidades disciplinarias sobre los funcionarios que, con su actuación u 
omisión, contribuyeron a configurar una situación de urgencia que era evitable mediante una 
adecuada planeación técnica, presupuestal y contractual. La negligencia de los responsables 
de asegurar la contratación oportuna del servicio de transporte escolar derivó en la suspensión 
de un servicio esencial, lo que forzó al alcalde distrital a adoptar decisiones excepcionales, 
como decretar la urgencia manifiesta y apartarse de los procedimientos ordinarios de selección 
objetiva, con el único propósito de cumplir los fines esenciales del Estado. En este caso, se 
priorizó la protección de los derechos fundamentales a la educación, la igualdad, el desarrollo 
integral, la dignidad humana y la especial protección de niños, niñas y adolescentes. Sin 
embargo, esta acción extraordinaria no puede eximir del análisis de fondo sobre la cadena de 
decisiones administrativas que permitieron la vulneración transitoria de esos mismos 
derechos, ni de la obligación de individualizar las responsabilidades derivadas de dicha gestión 
deficiente. 
 
DE OTRAS DECISIONES: 
 
Por tanto, se compulsará copia del presente pronunciamiento a la Personería Municipal de 
Santiago de Cali, con el fin de que se adelanten las investigaciones disciplinarias 
correspondientes contra los servidores públicos que, en el marco de sus funciones, 
intervinieron y tenían la responsabilidad e incluso obligación de participar en la planeación, 
estructuración, seguimiento y gestión del proceso contractual del programa de transporte 
escolar en la vigencia 2025, y que, con su omisión o actuación ineficaz, permitieron que dicho 
servicio no estuviera disponible al inicio del calendario escolar. En particular, se solicita evaluar 
la conducta administrativa de la señora LEIDY TATIANA AGUILAR RODRÍGUEZ, secretaria 
de Educación del Distrito, así como de los funcionarios adscritos a la Subsecretaría de 
Cobertura Educativa, los titulares del Departamento Administrativo de Gestión Jurídica 
Pública, Departamento Administrativo de Contratación e incluso el equipo técnico, jurídico y 
financiero responsable de la estructuración contractual, y los directivos que intervinieron en la 
definición del mecanismo de contratación sin prever adecuadamente los riesgos de ejecución 
y continuidad del servicio. 
 
Es que fue notaria la desidia, desinterés o la falta de técnica y táctica para recurrir a la figura 
de la programación anticipada de recursos mediante vigencias futuras, la reformulación de 
estrategias contractuales ajustadas a las necesidades reales del territorio, y la implementación 
de planes de contingencia operativos que garanticen la continuidad de servicios esenciales 
desde el primer día del calendario escolar. 
 
En este contexto, se reafirma la emisión de concepto favorable respecto a la legalidad formal 
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de la declaratoria de urgencia manifiesta, pero se advierte con claridad que la situación fue 
provocada por una cadena de omisiones administrativas previsibles, por lo cual solicitara 
formalmente el inicio de las investigaciones disciplinarias a quienes permitieron que el servicio 
de transporte escolar no estuviera disponible desde el inicio del calendario escolar 2025, 
afectando de forma directa el derecho fundamental a la educación de miles de estudiantes en 
condiciones de vulnerabilidad. 
 
La urgencia manifiesta solo procede cuando de verdad resulta imposible adelantar un 
proceso licitatorio ordinario. En este caso la Secretaría de Educación si podía contratar 
mediante licitación o cualquier otra forma ordinaria, dado que contaba con facultades para 
ello, los titulares de la cartera del Departamento Administrativo de Gestión Jurídica Pública, 
Departamento Administrativo de Contratación e incluso Planeación, sabían de la necesidad 
de garantizar el transporte desde el inicio del año escolar, pero pese esa realidad, no 
dejaron otro camino al alcalde, más que recurrir o invocar la urgencia manifiesta  
 
Requisitos formales y materiales (Ley 80/1993, arts. 42 y 43): El artículo 42 de la Ley 80 de 
1993 enumera los presupuestos de hecho de la urgencia manifiesta (continuidad de 
servicios esenciales, calamidad, estados de excepción, hechos de fuerza mayor, o casos 
similares) y que efectivamente exista la causa alegada, lo cual aquí es indiscutible, la 
situación es verídica, pero ocurre por una desatención del principio de planeación. En 
Sentencia T-273 de 2014 la Corte Constitucional subrayó que para garantizar el derecho a 
la educación los entes territoriales deben “presupuestar y planear con debida anticipación 
los recursos y procesos contractuales necesarios para asegurar el servicio de transporte 
escolar” En ese sentido, un problema previsiblemente derivado de una falta de planeación 
no puede calificarse como fuerza mayor o evento imprevisible.  
 
En el presente caso, la contraloría concluye que la crisis se originó en omisiones de la 
Secretaría de Educación (falta de vigilancia en la adjudicación a tiempo, no agotar 
mecanismos como vigencias futuras, etc.) que pudieron y debieron prevenirse con una 
adecuada planeación. Por tanto, los hechos relatados (retrasos contractuales, fallas 
técnicas y administrativas) corresponden a causas internas y previsibles, no a hechos 
sobrevenidos de fuerza mayor.  
 
Análisis de proporcionalidad y legitimidad: La jurisprudencia reconoce que, frente a 
necesidades superiores (como el derecho a la educación), deben aplicarse los objetivos del 
contrato estatal. En este contexto, el Decreto intenta conjurar la suspensión del servicio 
escolar. Formalmente, la urgencia manifiesta permitió restablecer rápidamente el servicio, 
lo que protege el interés público de acceso a la educación. Sin embargo, la legitimidad de 
la medida está matizada por el hecho de que la crisis no fue inevitable. Aunque se valida la 
legalidad formal del decreto –puesto que el servicio estaba sin cubrir y el proceso ordinario 
estaba demorado–, la causa que motivó la urgencia era evitable. En otras palabras, la 
declaratoria fue jurídicamente válida en la forma, pero la motivación (“evitar perjuicio a los 
estudiantes”) no surge de un hecho imprevisible, sino de una deficiencia administrativa. 
Desde el punto de vista de proporcionalidad, si bien la medida buscó cumplir fines 
esenciales del Estado (garantizar la educación), incurre en el riesgo de burlar los principios 
de selección objetiva y planeación. Por ello se estima necesario compulsar copias para la 
investigación disciplinaria a los responsables, dado que la urgencia se usó para subsanar 
una falla interna. 
 
El Código General Disciplinario (Ley 1952 de 2019) exige a los servidores públicos el fiel 
cumplimiento de sus deberes funcionales, estableciendo sanciones disciplinarias para la 
conducta omisiva o negligente que afecte el normal funcionamiento de los servicios 
públicos. En el plano constitucional, los artículos 6° y 209 de la Constitución Política, 
disponen que la función administrativa está al servicio del interés general y claman cumplir 
con diligencia, eficiencia e imparcialidad y abstenerse de actos u omisiones que perturben 
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el servicio público, principios que refuerzan la exigencia de planeación previa en la 
contratación de servicios esenciales.   
 
En este momento no se estima necesario compulsar copias penales, aunque se podría 
hablar de una omisión grave de los deberes del cargo, consistente en un prevaricato por 
omisión, pero deberá el instructor disciplinario en su oportunidad y conforme al material 
probatorio, calificar si existe el mérito para ello. 
 

4. CONTRATACIÓN DERIVADA DE LA URGENCIA MANIFIESTA. 
 

La Secretaría de Educación, en el marco del Decreto No. 4112.010.20.0078 de febrero 24 de 
2025, celebró los contratos que se detallan a continuación, los cuales fueron reportados a la 
Contraloría General de Santiago de Cali a través del oficio No. 202541430100005701, el 26 
de febrero de 2025, junto con el expediente contractual y los antecedentes administrativos de 
la actuación. 
 

Fuente: Elaboración propia CGSC 

 

La información remitida por la Secretaría de Educación, evaluada a la luz del principio de la 
buena fe, es la siguiente: 
 

- Decreto N° 4112.010.20.0078 de febrero 24 de 2025 declarando situación de 
Urgencia Manifiesta. 

- CARPETA No.1 denominada “URGENCIA MANIFIESTA”, la cual contiene: 
Declaratoria de Urgencia Manifiesta, soportes jurídicos DAGJP-DACP, soportes 
técnicos SED. 

- CARPETA No.2 denominada “CONTRATOS Y DOCUMENTOS PREVIOS”, la 
cual contiene: soportes de modificación PAA, soportes presupuestales y contratos 
y soportes. 

 
En línea con lo anterior y en el marco del artículo 43 de la Ley 80 de 1993, se observa que 
los objetos de los contratos relacionados en el cuadro relacionado anteriormente, es 
consecuente con las consideraciones plasmadas por la entidad en el Decreto N° 
4112.010.20.0078 de febrero 24 de 2025. Esto sin perjuicio del control fiscal que con 
posterioridad debe acometerse a los contratos que nos ocupan. 
   
Que, en mérito de lo expuesto, este despacho: 
 

RESUELVE 
 

ARTÍCULO PRIMERO: Declarar que los hechos y las circunstancias invocadas por el señor 
ÁLVARO ALEJANDRO EDER GARCÉS en su calidad de Alcalde del Distrito Especial, 
Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali para decretar 

Tipo y 
Número de 
Contrato 

Contratista Objeto Valor ($) Fecha firma 
Plazo de 
ejecución 

4143.010.26.
1.0743-2025 

CONSORCIO 
TRANSPORTES 
ESCOLARES 
CALI II 

Prestación de servicio de transporte escolar 
para los estudiantes de Santiago de Cali. Zona 
01 

527.559.147 26/02/2025 07-03-2025 

4143.010.26.
1.0744-2025 

CONSORCIO 
TRANSPORTES 
ESCOLARES 
CALI II 

Prestación de servicio de transporte escolar 
para los estudiantes de Santiago de Cali. Zona 
02 

589.301.442 26/02/2025 07-03-2025 

4143.010.26.
1.0745-2025 

CONSORCIO 
ESCOLARES 
CALI 2 

Prestación de servicio de transporte escolar 
para los estudiantes de Santiago de Cali. Zona 
03 

477.321.111 26/02/2025 07-03-2025 

4143.010.26.
1.0746-2025 

CONSORCIO 
ESCOLARES 
CALI 2 

Prestación de servicio de transporte escolar 
para los estudiantes de Santiago de Cali. Zona 
04 

520.826.319 26/02/2025 07-03-2025 
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